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 b) Que el daño o lesión patrimonial sufrido por el reclamante sea consecuencia 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos en una relación directa, 
inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos que pudieran 
alterar  el nexo causal.
 c)   Ausencia de fuerza mayor.
 d) Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar  el daño.
 e) La no prescripción de la acción de responsabilidad patrimonial por no 
haber trascurrido el plazo de un año desde la producción del daño.
 En este supuesto, la reclamante alega la existencia de unos daños en un 
vehículo de su propiedad, los cuales acredita mediante Informe pericial emitido por 
Gabinete de Peritaciones Orrillo, S.L.; no obstante, no acredita en ningún momento 
que tales daños se produjeran por el motivo que se indica: existencia de una plancha 
metálica en la calzada por la que circulaba que le hizo perder el control del vehículo, 
ya que las pruebas que se aportan para acreditar este extremo consisten en testifical 
de la propia reclamante, que se inadmite por improcedente, por considerar que tiene 
interés directo en la resolución que se dicte; y testifical de los Agentes de Policía que 
acuden al accidente tras ser avisados, no siendo testigos presenciales del mismo y, que 
por tanto, se limitan a recoger en el atestado lo que la propia reclamante declara. 
 Así mismo, señalar que nos llama la atención que, vistas las fotografías 
aportadas, y teniendo en cuenta el sentido de circulación del vehículo (dirección centro 
de la ciudad, procedente de Getares), y vista la bionda o quitamiedos con el que impacta 
(lado derecho del carril de circulación), los daños del vehículo se hayan producido en 
el lateral izquierdo. 
 Por otra parte, hay que tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 19.1 de 
la LGT, Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de Marzo, por el que se aprueba el 
Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial: “ Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a 
tener en cuenta, además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las características 
y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, 
ambientales y de circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada 
momento, a fin de adecuar la velocidad de su vehículo a las mismas, de manera que 
siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante cualquier 
obstáculo que pueda presentarse.”. Ha quedado constancia en el expediente de que la 
velocidad máxima permitida en el tramo del accidente es de 50 km/h, según Informe 
del Técnico municipal.
 Entendemos, por tanto, que no ha quedado acreditado en el expediente 
instruido que, entre el mal funcionamiento de la Administración y el resultado dañoso 
sufrido, exista relación de causalidad, pretendiendo imputar la responsabilidad a este 
Excmo. Ayuntamiento mediante un escrito de reclamación donde se describen los 
hechos “presuntamente” ocurridos y un informe pericial, sin aportar prueba alguna que 
acredite la existencia del mencionado nexo causal. De esta forma en ningún caso se 
deja patente que los daños reclamados sean consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de la Administración, rompiendo así la relación de causalidad como “requisito 
imprescindible para que pueda prosperar la solicitud” (STS 7 de Julio de 1993, 28 de 
Febrero de 1995, 14 de Mayo de 1995 y 15 de Diciembre de 1997 entre otras).
 “ Para que el daño sea indemnizable ha de ser real y efectivo, evaluable 
económicamente e individualizado en relación con una persona o grupo de personas, 
debe incidir sobre bienes o derechos, no sobre meras expectativas, debe ser imputable 
a la Administración y, por último, debe derivarse, en una relación de causa a efecto, de 
la actividad de aquélla, correspondiendo la prueba de la concurrencia de todos estos 
requisitos al que reclama.” (Sentencia del TSJ de Andalucía, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, sección 1ª, S 24-02-2006).
 En este mismo sentido se ha pronunciado el Juzgado de lo Contencioso- 
Administrativo Nº 1 de Algeciras, en Sentencia número 33/2014, de 19 de Febrero de 
2014, tiene declarado que “Hemos de recordar al respecto de la carga de la prueba, 
en los supuestos de responsabilidad patrimonial, que el Tribunal Supremo, Sala 3ª, 
Sección 4ª, tiene dicho en la Sentencia de 2/11/2011, dictada en el recurso de casación 
nº 3047/2010, que “Este Tribunal ha declarado repetidamente en relación al artículo 
217 de la LEC, de la que es ejemplo nuestra Sentencia de 20 de Junio de 2011, recurso 
5855/2007, que: El principio esencial en materia de carga de la prueba es quien alega 
unos hechos de los que depende la aplicación de la norma que pretende que se le aplique, 
debe probarlos. El artículo 1214 del Código Civil estableció que incumbe la prueba de 
las obligaciones al que reclama su cumplimiento, y la de su extinción, al que la opone.
(...). En definitiva, correspondía a las demandantes acreditar el suceso discutido que 
sustentaba su reclamación, mediante la práctica de los instrumentos probatorios a su 
disposición, lo que desde el otro aspecto de esta misma cuestión significa que deben 
soportar las consecuencias adversas de la dejación de la carga que les correspondía.”.”. 
 SÉPTIMO.- Mediante escrito de fecha 7 de Julio de 2014, se ha concedido al 
reclamante un plazo de quince días a fin de que pueda tener vista del expediente tramitado, 
obtener copia de los documentos que estime convenientes, formular alegaciones y 
presentar los documentos y justificantes que crea oportuno para su defensa.
 El plazo ha concluido sin que por el reclamante se haya formulado alegación 
ni presentado documento alguno.
 A la vista de lo expuesto y de conformidad con la facultad que me otorga 
el artículo 21.1 s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril reguladora de las Bases de Régimen 
Local, modificada por la Ley 11/99, de 21 de abril, 
 ACUERDO
 PRIMERO.- Desestimar la reclamación presentada por Dña. Beatriz 
Espinosa Vergara, por los daños ocasionados en un vehículo de su propiedad, por no 
existir relación de causalidad entre el daño producido y el funcionamiento, normal o 
anormal, del servicio público de este Excmo. Ayuntamiento de Algeciras.
 SEGUNDO.- Notifíquese este Decreto al interesado, así como a los servicios 
municipales correspondientes.
 TERCERO.- Del presente Decreto deberá darse cuenta al Excmo. 
Ayuntamiento Pleno.
 Contra el presente decreto podrá interponer, en el plazo de un mes, contado 
a partir del día siguiente de la presente notificación, recurso de reposición potestativo 

ante el mismo órgano que dictó el acto impugnado.
 En el supuesto de que opte  por interponer el recurso de reposición potestativo 
en el tiempo y forma expuestos, el órgano competente para resolverlo dispondrá del 
plazo de un mes para su resolución. Si transcurrido el plazo de un mes para resolver, no 
hubiera recaido resolución expresa se entenderá desestimado por silencio administrativo. 
Contra la resolución expresa del recurso de reposición podrá interponerse recurso 
contencioso-administrativo en única instancia ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Algeciras, en el plazo de 2 meses contados desde el día siguiente a 
la notificación de la resolución expresa. Si la resolución fuera presunta, el plazo para 
interponer recurso contencioso-administrativo será de seis meses, contados desde el 
día siguiente a aquel en que, de acuerdo con la normativa específica, se produzca el 
acto presunto.
 Si no se optara por interponer el Recurso Potestativo de Reposición, se 
podrá interponer directamente el recurso en única instancia ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo de Algeciras, en el plazo de 2 meses contados a partir 
del día siguiente a la notificación del presente decreto.
 Lo que notifico a Vd., para su conocimiento y efectos oportunos. Y como 
consecuencia de haber sido devuelta la notificación personal realizada por correo 
certificado, se extiende el presente para que sirva de notificación al interesado.
 Algeciras, a 27 de octubre de 2015. EL ALCALDE – PRESIDENTE. Fdo: 
José Ignacio Landaluce Calleja           Nº 67.577

___________________

AYUNTAMIENTO DE SAN ROqUE
ANUNCIO

 Habiendo aprobado inicialmente el Ayuntamiento Pleno, 30 de JULIO 
de 2015, aprobó inicialmente la Modificación de la Ordenanza Fiscal Reguladora 
del Impuesto Sobre Bienes Inmuebles (Exp. OOFF 02/2015), se anunció para 
información pública en el Boletín Oficina de la Provincia de Cádiz nº 171, de fecha 
4 de SEPTIEMBRE, al mismo tiempo que se exponía en la Secretaría Municipal, no 
habiendo sido objeto de reclamación alguna durante este plazo y hasta la fecha de 
hoy, se entienden definitivamente aprobadas dichas imposiciones y modificaciones, en 
cumplimiento del artículo 17.3 del R.D. Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, publicándose 
a continuación el texto de las mismas: 
I.- Preceptos Generales
Artículo 1. El presente texto se aprueba en ejercicio de la potestad reglamentaria 
reconocida al Municipio de San Roque, en su calidad de Administración Pública de 
carácter territorial, en los artículos 4.1 a) y b) y 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases de Régimen Local, y de conformidad con lo previsto en los 
artículos 60 a 77  del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y la facultad 
específica del artículo 59.1 a) de dicho Real Decreto Legislativo.
II.- Naturaleza y Hecho Imponible
Artículo 2. El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo directo de carácter real, que 
grava el valor de los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta Ordenanza.
Artículo 3
1.- Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de los siguientes derechos 
sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características 
especiales:
- De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios 
públicos a que se hallen afectos.
- De un derecho real de superficie.
- De un derecho real de usufructo.
- Del derecho de propiedad.
2.- La realización del hecho imponible que corresponda, de entre los definidos en el 
apartado anterior, por el orden en él establecido, determinará la no sujeción del inmueble 
a las restantes modalidades en el mismo previstas.
3.- A los efectos de este impuesto, tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, 
de bienes inmuebles urbanos y de bienes inmuebles de características especiales, los 
definidos como tales en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.
4.- En el caso de que un mismo inmueble se halle localizado en distintos términos 
municipales, se entenderá, a efectos de este impuesto, que pertenece a cada uno de 
ellos por la superficie que ocupe en el respectivo término municipal.
Artículo 4. No están sujetos a este impuesto:
 a) Siempre que sean de aprovechamiento público y gratuito: las carreteras, los caminos, 
las demás vías terrestres y los bienes de dominio público marítimo-terrestre e hidráulico.
 b) Los siguientes bienes inmuebles propiedad de los Municipios en que estén enclavados:
- Los de dominio público afectos a uso público.
- Los de dominio público afectos a un servicio público gestionado directamente por 
el Ayuntamiento, excepto cuando se trate de inmuebles cedidos a terceros mediante 
contraprestación.
- Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros mediante 
contraprestación
III.- Exenciones y Bonificaciones
Artículo 5. Estarán exentos los siguientes inmuebles:
 a) Los que sean propiedad del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las 
Entidades Locales y estén directamente afectos a la defensa nacional, a la seguridad 
ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios.
 b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.
 c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el Acuerdo, entre el Estado 
Español y la Santa Sede sobre asuntos económicos, de 3 de enero de 1979, y los de 
las Asociaciones confesionales no católicas, legalmente reconocidas, en los términos 
establecidos en los respectivos acuerdos de cooperación suscritos en virtud de lo 
dispuesto en el art. 16 de la Constitución.
 d) Los de la Cruz Roja Española.
 e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en virtud de Convenios 
Internacionales en vigor y, a condición de reciprocidad, los de los Gobiernos extranjeros 
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destinados a su representación diplomática, consular, o a sus órganos oficiales.
 f) La superficie de los montes poblados con especies de crecimiento lento 
reglamentariamente determinadas, cuyo principal aprovechamiento sea la madera o 
el corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la propia o normal de la especie 
de que se trate.
 g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios enclavados 
en los mismos terrenos, que estén dedicados a estaciones, almacenes o cualquier 
otro servicio indispensable para la explotación de dichas líneas. No están exentos, 
por consiguiente, los establecimientos de hostelería, espectáculos, comerciales y de 
esparcimiento, las casas destinadas a viviendas de los empleados, las oficinas de la 
dirección, ni las instalaciones fabriles.
Artículo 6. Asimismo, previa solicitud, estarán exentos:
1.-
 a) Los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros docentes acogidos, 
total o parcialmente, al régimen de concierto educativo, en cuanto a la superficie 
afectada a la enseñanza concertada.
 b) Los declarados expresa e individualizadamente monumento o jardín histórico de 
interés cultural, mediante Real Decreto en la forma establecida por el art. 9 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, e inscritos en el Registro General a que se refiere su art.12 
como integrantes del Patrimonio Histórico Español, así como los comprendidos en las 
disposiciones adicionales primera, segunda y quinta de dicha Ley.
Esta exención no alcanzará a cualesquiera clases de bienes urbanos dentro del perímetro 
delimitativo de las zonas arqueológicas y sitios y conjuntos históricos, globalmente 
integrados en ellos, sino, exclusivamente, a los que reúnan las siguientes condiciones:
- En zonas arqueológicas, los incluidos como objeto de especial protección en el 
instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el art. 20 de la Ley 16/1985, 
de 25 de junio.
- En sitios o conjuntos históricos, los que cuenten con una antigüedad igual o superior a 
cincuenta años y estén incluidos en el catálogo previsto en el artículo 86 del Reglamento 
de Planeamiento Urbanístico como objeto de protección integral en los términos 
previstos en el art.21 de la Ley 16/1985, de 25 de junio.
 c) La superficie de los montes en que se realicen repoblaciones forestales o regeneración 
de masas arboladas sujetas a proyectos de ordenación o planes técnicos aprobados por 
la Administración forestal. Esta exención tendrá una duración de 15 años, contados a 
partir del período impositivo siguiente a aquél en que se realice su solicitud.
d) Los centros sanitarios de titularidad pública, siempre que los mismos estén directamente 
afectados al cumplimiento de los fines específicos de los referidos centros.
2.- En razón de criterios de eficacia y economía en la gestión recaudatoria de este 
impuesto, estarán exentos los inmuebles rústicos y urbanos cuya cuota líquida no 
supere los 10 euros.
Artículo 7. Por tratarse de un derecho rogado, tras su solicitud, la concesión de las 
exenciones recogidas en el punto 2 del artículo anterior, se adoptará, sin más trámite, 
por Decreto de Alcaldía.
Artículo 8
1.- Gozarán de una bonificación del 50 % de la cuota íntegra de este impuesto, los 
inmuebles que constituyan el objeto de la actividad de las empresas de urbanización, 
construcción y promoción inmobiliaria, tanto de obra nueva, como de rehabilitación 
equiparable a ésta y no figure entre los bienes de su inmovilizado.
El plazo de aplicación de esta bonificación comprenderá desde el período impositivo 
siguiente a aquel en que se inicien las obras hasta el posterior a la terminación de las 
mismas, siempre que durante este tiempo se realicen obras de urbanización o construcción 
efectiva, y sin que, en ningún caso, pueda exceder de tres períodos impositivos.
Para disfrutar de la mencionada bonificación, los interesados deberán cumplir los 
siguientes requisitos:
 a) Acreditación de la fecha de inicio de las obras de inicio de la urbanización o 
construcción de que se trate, la cual se hará mediante certificado del Técnico-Director 
competente de las mismas, visado por el Colegio Profesional.
 b) Licencia de obra expedida por el Ayuntamiento.
 c) Acreditación de que la empresa se dedica a la actividad de urbanización, construcción 
y promoción inmobiliaria, la cual se hará mediante la presentación de los estatutos 
de la sociedad.
 d) Acreditación de que el inmueble objeto de la bonificación es de su propiedad y no 
forma parte del inmovilizado, que se hará mediante copia de la escritura pública o alta 
catastral  y certificación del administrador de la sociedad, y fotocipia del último balance 
presentado ante la AEAT, a efectos del Impuesto sobre Sociedades.
 e) Fotocopia del alta o último recibo del Impuesto de Actividades Económicas.
 f) Relación de cargos o recibos aparecidos en el padrón del impuesto sobre Bienes 
Inmuebles respecto de los cuales se solicita la bonificación.
Si la obras de nueva construcción o rehabilitación integral afectan a diversos solares, 
en la solicitud se detallarán las referencias catastrales de los diferente solares.
Los interesados deberán solicitar esta bonificación y acreditar los extremos referidos 
antes del inicio de las obras.
Artículo 9
1.- Gozarán de una bonificación del 50 % de la cuota íntegra de este impuesto, durante 
los tres períodos impositivos siguiente al del otorgamiento de la calificación definitiva, 
las viviendas de protección oficial y las que resulten equiparables a éstas conforme a 
la normativa establecida por la Junta de Andalucía.
Dicha bonificación se concederá a petición del interesado, la cual podrá efectuarse 
en cualquier momento anterior a la terminación de los tres periodos impositivos de 
duración de la misma y surtirá efectos, en su caso, desde el periodo impositivo siguiente 
a aquel en que se solicite.
Para tener derecho a esta bonificación los interesados deberán aportar la siguiente 
documentación:
- Escrito de solicitud de la bonificación.
- Fotocopia del NIF del titular del inmueble.
- Fotocopia del certificado de calificación de V.P.O.
- Fotocopia de la escritura o nota simple registral del inmueble.

- Fotocopia del último recibo de IBI o del acuerdo catastral en el que conste la referencia 
catastral del inmueble.
Los interesados deberán solicitar esta bonificación y acreditar los extremos referidos 
antes de la terminación del plazo de prescripción previsto para exigir el pago de las 
deudas tributarias.
Artículo 10
1. Gozarán de una bonificación de la cuota íntegra del impuesto, correspondiente a los 
bienes inmuebles destinados a primera vivienda, aquellos sujetos pasivos que ostenten 
la condición de titulares de familia numerosa siempre que la unidad familiar resida en 
el domicilio objeto de la imposición, y este sea de Uso Residencial, por el tiempo en 
que estas condiciones se mantengan.
La bonificación se practicará atendiendo a los ingresos de la unidad familiar y a la 
clase de familia numerosa que les haya sido reglamentariamente reconocida atendiendo 
al número y condición de cada uno de sus miembros, con arreglo a los porcentajes 
recogidos en la siguiente tabla
CLASE DE                                 INGRESOS ANUALES 
FAMILIA NUMEROSA             DE LA UNIDAD FAMILIAR PORCENTAJE
GENERAL .................................Menos de 36.000 euros .....................................40 %
GENERAL .................................Entre 36.000 y 48.000 euros .............................30 %
GENERAL .................................Más de 48.000 euros .........................................20 %
ESPECIAL .................................Menos de 36.000 euros .....................................50 %
ESPECIAL .................................Entre 36.000 y 48.000 euros .............................40 %
ESPECIAL .................................Más de 48.000 euros .........................................30 %
2. Para la aplicación, en su caso, de la bonificación recogida en el punto anterior se 
tendrán en cuenta la situación oficialmente reconocida por el organismo competente 
(condición de familia numerosa y clase) a 1 de Enero de cada ejercicio económico y 
los ingresos brutos percibidos por la unidad familiar a la que pertenece el sujeto pasivo 
durante el último periodo impositivo cuyo plazo de presentación de declaraciones por 
dichos tributos hubiese finalizado el año anterior al del devengo de este impuesto.
Los interesados deberán solicitar esta bonificación y acreditar los extremos referidos 
desde el 1 de enero  al 30 de abril de cada ejercicio en que se solicita.
A tal efecto deberán aportar:
- Fotocopia compulsada del documento que acredite la condición de famila numerosa 
y clase ( libro de familia numerosa, tarjetas de familia numerosa, etc) a fecha 1 de 
enero de cada ejercicio económico.
- Fotocopia de la declaración de la renta de la unidad familiar del último ejercicio 
económica. En caso en el que no esten obligados a presentar dicha declaración deberán 
aportar certificado negativo expedido por la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria.
- Certificado de empadronamiento de los miembros de la unidad familiar en el domicilio 
objeto de la imposición.
- Fotocopia del último recibo de IBI o del acuerdo catastral en el que conste la referencia 
catastral del inmueble en el que la unidad familiar tiene su domicilio habitual, siendo 
sólo preceptivo en caso de que el inmueble esté ya dado de alta. En caso contrario y 
dado que en virtud de los dispuesto en los artículos 136 y 137 del Reglamento general  
de las actuaciones y los precedimientos de aplicación de los tributos (real  decreto 
1065/2007, de 27 de julio), que regula el reconocimiento de los beneficios fiscales de 
carácter rogado, el beneficio fiscal carece de retroactividad, se deberá solicitar en los 
plazos establecidos para cada ejercicio, quedando pendiente su aplicación al momento 
en el que el inmueble ya tenga referencia catastral.
1.- Las Cooperativas protegidas, en los términos establecidos en la Ley 20/1990, 
de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas, disfrutarán, como 
beneficio fiscal, de una bonificación del 95 % de la cuota íntegra de este impuesto 
correspondiente a los bienes de naturaleza rústica de las Cooperativas Agrarias y de 
Explotación Comunitaria de la Tierra.
Los interesados deberán solicitar esta bonificación y acreditar los extremos referidos 
antes de la terminación del plazo de prescripción previsto para exigir el pago de las 
deudas tributarias.
Artículo 12
 1.- La concesión y denegación de las bonificaciones recogidas en el artículo 
anterior, a este Ayuntamiento, previa solicitud de los interesados, que deberán figurar 
empadronados en el municipio de San Roque y estar al corriente en el pago de sus 
obligaciones tributarias con este Ilustre Ayuntamiento.
 2.- La tramitación de los expedientes de bonificación se iniciará con la 
petición de los interesados, que deberá realizarse en los plazos referidos en cada caso.
 3.- El incumplimiento, por parte de los interesados o sus representantes 
legales, de los plazos señalados llevará consigo la pérdida de cualquier derecho a 
obtener la bonificación que, en su caso, les pudiera corresponder.
 4.- Para la obtención de cualquiera de las bonificaciones, los interesados 
presentarán, junto con la solicitud, los originales, o copia compulsada, de los documentos 
que acrediten estar incurso en los supuestos de obtención de la bonificación solicitada.
 5.- Todas las bonificaciones son incompatibles entre sí, respecto del 
mismo bien inmueble, por tanto en el caso de que a un mismo bien inmueble pudieran 
corresponderle dos o más bonificaciones, se aplicara, en cada caso, la más favorable 
al interesado.
IV.- Sujetos Pasivos
Artículo 13
1.- Son sujetos pasivos a título de contribuyentes, las personas naturales y jurídicas y las 
Entidades a que se refiere el art. 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, que ostenten la titularidad del derecho que, en cada caso, sea constitutivo 
del hecho imponible de este impuesto.
 En el supuesto de concurrencia de varios concesionarios sobre un mismo 
bien inmueble de características especiales, será sustituto del contribuyente el que deba 
satisfacer mayor canon.
2.- Lo dispuesto en el punto anterior será de aplicación sin perjuicio de la facultad 
del sujeto pasivo de repercutir la carga tributaria soportada conforme a las normas de 
derecho común.
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3.- Se repercutirá la totalidad de la cuota líquida del impuesto en quienes no reuniendo 
la condición de sujetos pasivos del mismo, hagan uso mediante contraprestación de 
sus bienes demaniales o patrimoniales.
Asimismo, el sustituto del contribuyente podrá repercutir sobre los demás concesionarios 
la parte de la cuota líquida que corresponda en proporción a los cánones que deban 
satisfacer cada uno de ellos.
4.- Responden solidariamente de la cuota de este impuesto los copartícipes o cotitulares 
de las entidades a que se refiere el art. 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, en las cuantías que se citan a continuación:
- Si figuran inscritos como tales en el Catastro Inmobiliario, en proporción a sus 
respectivas participaciones.
- Si no figuran inscritos en el Catastro Inmobiliario, la responsabilidad se exigirá por 
partes iguales.
5.- Los sujetos pasivos que residan en el extranjero durante más de seis meses de cada 
año natural, estarán obligados a designar un representante con domicilio en territorio 
español, a efectos de sus relaciones con la Hacienda Pública Municipal.
Artículo 14. En los supuestos de cambio, por cualquier causa, en la titularidad de los 
derechos que constituyen el hecho imponible de este impuesto, los bienes inmuebles 
objeto de dichos derechos, quedarán afectos al pago de la totalidad de la cuota tributaria 
en los términos previstos en el art. 79 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.
V.- Base Imponible y Base Liquidable
Artículo 15. La base imponible de este impuesto estará constituida por el valor catastral 
de los bienes inmuebles, que se determinará, notificará y será susceptible de impugnación 
conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.
Artículo 16
1.- La base liquidable de este impuesto será el resultado de practicar en la base imponible 
la reducción a que se refieren los artículos 67 a 70 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales.
2.- En lo procedimientos de valoración colectiva, la determinación de la base liquidable 
será competencia de la Dirección General del Catastro y recurrible ante los Tribunales 
Económico – Administrativos del Estado.
VI.-Cuota y Tipo de Gravamen
Artículo 17
1.- La cuota íntegra de este impuesto será el resultado de aplicar a la base liquidable el 
tipo de gravamen a que se refiere el artículo siguiente de esta ordenanza.
2.- La cuota líquida se obtendrá minorando la cuota íntegra en el importe de las 
bonificaciones prevista legalmente.
Artículo 18. El tipo de gravamen será el siguiente:
- Bienes inmuebles de naturaleza urbana:  .........................................................0,47 %
- Bienes inmuebles de naturaleza rústica:  .........................................................0,47 %
- Bienes inmuebles de características especiales:  ............................................1,30 %.
VII.- Devengo y Periodo impositivo
Artículo 19
1.- El impuesto se devengará el primer día del periodo impositivo.
2.- El periodo impositivo coincide con el año natural.
3.- Los hechos, actos y negocios que deben ser objeto de declaración o comunicación 
ante el Catastro Inmobiliario, tendrán efectividad en el devengo de este impuesto 
inmediatamente posterior al momento en que produzcan efectos catastrales. La 
efectividad de las inscripciones catastrales resultantes de los procedimientos de valoración 
colectiva coincidirá con la prevista en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.
VIII.- Gestión
Artículo 20
1.- La liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía de 
gestión tributaria de este impuesto, serán competencia exclusiva del Ayuntamiento de 
San Roque y comprenderá las siguientes funciones:
- Concesión y denegación de exenciones y bonificaciones.
- Realización de las liquidaciones conducentes a la determinación de las deudas tributarias.
- Emisión de los documentos de cobro.
- Resolución de los expedientes de devolución de ingresos indebidos.
- Resolución de los recursos que se interpongan contra dichos actos.
- Asistencia e información al contribuyente en las materias citadas en este punto.
2.- El Ayuntamiento de San Roque podrá, si así lo estima conveniente para una gestión 
más eficaz y eficiente, agrupar en un único documento de cobro todas las cuotas de 
este impuesto de un mismo sujeto pasivo, cuando se trate de bienes rústicos sitos en 
este término municipal.
3.- El Ayuntamiento de San Roque determinará la base liquidable cuando la base 
imponible resulte de la tramitación de los procedimientos de declaración, comunicación, 
solicitud, subsanación de discrepancias e inspección catastral previstos en las normas 
reguladoras del Catastro Inmobiliario.
4.- No será necesaria la notificación individual de las liquidaciones tributarias en los 
supuestos en que se hayan practicado previamente las notificaciones del valor catastral 
y base liquidable previstas en los procedimientos de valoración colectiva.
Una vez transcurrido el plazo de impugnación previsto en las citadas notificaciones 
sin que se hayan utilizado los recursos pertinentes, se entenderán consentidas y firmes 
las bases imponible y liquidable notificadas, sin que puedan ser objeto de nueva 
impugnación al procederse a la exacción anual del impuesto.
5.- El impuesto se gestiona a partir de la información contenida en el Padrón catastral, 
que se formará anualmente, y en los demás documentos expresivos de sus variaciones, 
elaborados al efecto por la Dirección General del Catastro, sin perjuicio de la competencia 
municipal para la calificación de inmuebles de uso residencial desocupados.
6.- Los datos contenidos en el Padrón catastral y en los demás documentos citados en el 
punto anterior, figurarán en las listas cobratorias, documentos de ingreso y justificantes 
de pago del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
IX.- Infracciones y Sanciones
Artículo 21.  En todo lo relativo a infracciones tributarias, sus distintas calificaciones, así 

como las sanciones que a las mismas correspondan en cada caso, se estará a lo previsto 
en la Ley General Tributaria y demás disposiciones que la desarrollen o complementen 
y, en su caso, por los textos legales que la sustituyan, de conformidad con lo previsto 
en el art. 11 del Real Decreto Legislativo 2/2004.
Disposición Transitoria 
Disposiciones Finales
Primera. Las modificaciones producidas por la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado u otra norma de rango legal que afecten a cualquier elemento de este impuesto, 
serán de aplicación automática dentro del ámbito de esta Ordenanza.
Segunda. La presente Ordenanza Fiscal entrará en vigor al día siguiente de su publicación  
en el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz y tendrá aplicación desde el primero 
de enero de 2016, permaneciendo en vigor mientras no se acuerde su modificación 
o derogación. 
 San Roque, octubre de 2015. EL ALCALDE. Fdo.: D Juan Carlos Ruiz 
Boix.             Nº 67.846

___________________

AYUNTAMIENTO DE SAN ROqUE
 JUAN CARLOS RUZ BOIX, ALCALDE-PRESIDENTE DEL ILUSTRE 
AYUNTAMIENTO DE SAN ROQUE (CADIZ)
 HACE SABER: Que el Ilustre Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria 
celebrada el día treinta de julio de 2015, aprobó provisionalmente la MODIFICACIÓN 
FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DEL VALOR 
DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA.
 Que se publicó el oportuno anuncio de exposición al público en el Boletín 
Oficial de la Provincia nº 171, de fecha 4 de septiembre de diciembre de dos mil quince.
 Dado el departamento de Intervención no tiene constancia de la presentación 
de alegaciones contra el presente expediente, se entienden definitivamente aprobadas 
dichas imposiciones y modificaciones, en cumplimiento del artículo 17.3 del R.D. 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, publicándose a continuación el texto de las mismas:
Artículo 1 - Preceptos Generales. El presente texto se aprueba en ejercicio de la potestad 
reglamentaria reconocida al Municipio de San Roque, en su calidad de Administración 
Pública de carácter territorial, en los artículos 4.1 a) y b) y 106 de la Ley 7/1985, de 2 
de Abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, y de conformidad con lo previsto 
en los artículos 104 a 110 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y 
la facultad específica del artículo 59.1 a) de dicho Real Decreto Legislativo.
Artículo 2 - Naturaleza y Hecho imponible. Supuestos de no sujeción
1.- El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es 
un tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos 
y se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los 
terrenos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho 
real de goce, limitativo de dominio, sobre los referidos terrenos.
2.- El título a que se refiere el apartado anterior podrá consistir en:
a) Negocio jurídico “mortis causa”.
b) Declaración formal de herederos “ab intestato”
c) Negocio jurídico “inter vivos”, ya sea de carácter oneroso o gratuito.
d) Enajenación en subasta pública.
e) Expropiación.
3.- Están sujetos a este Impuesto, el incremento de valor que experimenten los terrenos 
que deban tener la consideración de urbanos, a efectos del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, con independencia de que estén o no contemplados como tales en el Catastro 
o en el Padrón de aquél.
4.- Estarán, asimismo, sujeto al mismo, el incremento de valor que experimenten 
los terrenos integrados en los bienes inmuebles clasificados como de características 
especiales a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
Artículo 3
1.- No estarán sujetos a este Impuesto el incremento de valor que experimenten los terrenos 
que tengan la consideración de rústicos a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
2.- No se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de aportaciones de bienes 
y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que en 
su favor y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges 
en pago de sus haberes comunales.
3.- Tampoco se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de transmisiones 
de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del 
cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio matrimonial, 
sea cual sea el régimen económico matrimonial.
4.- No se devengará el Impuesto con ocasión de las transmisiones de terrenos de 
naturaleza urbana derivadas de operaciones de fusión, escisión, aportación no dineraria 
de ramas de actividad y canje de valores, definidas en el art. 83 del Texto Refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, 
de 5 de Marzo, con la excepción de las relativas a terrenos que se aporten al amparo 
de lo previsto en el artículo 94 de dicha disposición cuando no se hallen integrados 
en una rama de actividad.
5.- No se devengará el impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones de 
bienes inmuebles efectuadas a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes a la 
Resestructuración Bancaria S.A. regulada en la disposición adicional séptima de la Ley 
9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito, 
que se le hayan transferido, de acuerdo con lo establecido en el artículo 48 del Real 
Decreto 1559/2012, de 15 de noviembre, por el que se establece el régimen jurídico 
del las sociedades de gestión de activos.
No se producirá el devengo del impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones 
realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria S.A., a entidades participadas directa o indirectamente por dicha sociedad 
en al menos el 50 por ciento del capital, fondos propios, resultados o derechos de voto 
de la entidad participada en el momento inmediatamente anterior a la transmisión, o 
como consecuencia de la misma.


